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RESUMEN: La dependencia es un fenómeno cada día más común debido al aumento de la 
expectativa de vida y, por lo tanto, del grupo poblacional etario que comprende a las perso-
nas mayores. El riesgo de su ocurrencia es soportado por las comunidades en que se insertan 
las personas en situación de dependencia, lo que le otorga un carácter social. El seguro de 
dependencia, en este sentido, surge como una alternativa para garantizar la calidad de vida 
de las personas dependientes, entre las que se encuentran las personas en situación de reque-
rir cuidados paliativos. El estudio realiza un análisis cualitativo de pólizas que comprenden 
aspectos del seguro de dependencia y uno cuantitativo de la Encuesta de Protección Social 
(EPS) de 2019-2020 realizada por el Ministerio Trabajo y Previsión Social, para revisar la 
pertinencia de un seguro de dependencia en vista a las prestaciones garantizadas en la Ley de 
Cuidados Paliativos.
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ABSTRACT: Dependency is an increasingly common phenomenon due to the increase in life 
expectancy and, therefore, in the age population group that includes the elderly. The risk of 
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its occurrence is borne by the communities in which people in a situation of dependency are 
inserted, which gives it a social character. Dependency insurance, in this sense, emerges as an 
alternative to guarantee the quality of life of dependent people, among whom are people in 
a situation of requiring palliative care. The study carries out a qualitative analysis of policies 
that include aspects of dependency insurance and a quantitative one of the 2019-2020 Social 
Protection Survey (EPS) carried out by the Ministry of Labor and Social Welfare, to review 
the relevance of dependency insurance in views of the benefits guaranteed in the Palliative 
Care Law.

Keywords:  dependency insurance, palliative care, older adults.

I. EL SEGURO DE DEPENDENCIA: PROYECTOS Y DESAFÍOS

El envejecimiento progresivo de la población en Chile –que ha supuesto un aumento 
proporcional del grupo de personas mayores de 60 años y que se condice con un aumento 
de la expectativa de vida a casi 80 años5– hace surgir nuevos desafíos en relación con la 
prestación de apoyos y servicios sociosanitarios y su financiamiento. En datos, se proyecta 
que el ritmo de envejecimiento poblacional en Chile produzca que para el año 2038 el 
20% de la población nacional esté compuesta por adultos de sobre 65 años6 y por un 30% 
para el año 20507.

El envejecimiento, como un proceso natural, se asocia con el deterioro físico y 
mental de las personas, de forma que la persona mayor se encontrará en un estado de de-
pendencia8 y con ello, se incrementarán los gastos en salud y, particularmente, en apoyos 
para el cuidado. El deterioro funcional del organismo, producto de diferentes factores pato-
lógicos e incluso del envejecimiento no patológico, deviene en la necesidad de apoyos por 
parte de terceros para realizar las actividades cotidianas e interactuar con el medio9. En este 
sentido, se ha vuelto una necesidad la implementación de nuevas formas de seguros que 
ayuden a garantizar una atención más eficaz a las personas que comienzan a tener grados de 
pérdidas progresivas de autonomía o que necesitan de la ayuda de otras personas para reali-
zar actividades de la vida cotidiana10.

5  Albala (2020) p. 7.
6  Villalobos (2017).
7  Leiva y otros (2020) p. 800.
8  Villalobos (2017).
9  Ministerio de Salud (2009) p. 11.
10  Es innegable cierta similitud de este tipo de seguros de dependencia con aquellos llamados de asistencia, 
tales como los seguros de viaje y las coberturas complementarias asociadas a este tipo de productos, que se re-
flejan, por ejemplo, en la póliza de seguro de asistencia a personas en viaje, incorporada al Depósito de Pólizas 
bajo el código POL 2 10 076. En ella se señala que: “Mediante este seguro, la compañía se obliga a pagar las 
indemnizaciones y a efectuar las prestaciones que esta póliza contempla en favor de las personas aseguradas, 
respecto de una o varias contingencias que puedan sufrir durante un viaje y que se describen en este contrato de 
seguro.” Estas contingencias incluyen, entre otros, localización y transporte de los equipajes y efectos persona-
les; envío de medicamentos fuera de Chile; prolongación de la estancia del asegurado en el extranjero por lesión 
o enfermedad; incluyendo prestaciones a favor del cónyuge, ascendientes y descendientes en primer grado de la 
persona asegurada, siempre que residan junto con ella y vivan a sus expensas, aunque viajen por separado y en 
cualquier medio de locomoción.
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El seguro de dependencia ha surgido a nivel mundial como una forma de morige-
rar los costos asociados al envejecimiento poblacional y la necesidad de cuidados a largo 
plazo. En este sentido, esta investigación pretende analizar las características del Seguro de 
Dependencia como una alternativa para garantizar los cuidados de personas mayores de-
pendientes y, particularmente, respecto de las garantías que incorpora la Ley de Cuidados 
Paliativos11.

Para ello, se revisan las necesidades de este grupo etario, los proyectos existentes, la 
oferta que actualmente existe en las aseguradoras respecto a estas necesidades y los concep-
tos empleados y, finalmente, cómo dialoga la ley de cuidados paliativos con las necesidades 
de cuidado. A su vez, se ha realizado un análisis cualitativo de pólizas que comprenden 
aspectos del seguro de dependencia, todas depositadas en la Comisión para el Mercado Fi-
nanciero. Para respaldar la necesidad de un seguro integral de dependencia en Chile, hemos 
examinado los datos de la Encuesta de Protección Social (EPS) de 2019-2020 realizada por 
el Ministerio Trabajo y Previsión Social12. En particular, hemos realizado un análisis des-
criptivo de los datos recogidos de forma presencial desde el 14 de diciembre de 2019 hasta 
el 22 de marzo de 2020. En esta fase de recogida de datos se aplicaron válidamente un total 
de 8655 encuestas. En nuestro análisis, hemos considerado únicamente a las 7800 personas 
que estaban vivas en el momento de la recogida de datos, es decir, hemos excluido a los 
familiares sobrevivientes de entrevistados fallecidos, y cuestionarios aplicados a cuidadores 
y curadores de personas impedidas de dar una declaración válida conforme a las normas vi-
gentes, cuyos resultados se exponen en las tablas que acompañan diferentes apartados.

1.	 La situación de dependencia de los adultos mayores en Chile

La evaluación de la dependencia es realizada por profesionales de la salud. Entre los 
criterios utilizados para medirla se considera el carácter permanente o de larga duración 
de los apoyos para realizar tareas como bañarse, alimentarse, vestirse o salir de su casa sin 
compañía, entre otras13. Bajo estos parámetros, la dependencia puede ser clasificada de 
acuerdo con el número y tipo de limitaciones funcionales entre leve, moderado y severo14. 
Para medirla se emplea “un instrumento validado (Evaluación Funcional del Adulto Ma-
yor, EFAM-Chile), que se aplica en el Examen de Medicina Preventiva en el Adulto Mayor 
(EMPAM) para decidir las acciones preventivas de salud específicas que deben realizarse 
con cada persona”15.

La Figura 1 presenta un análisis descriptivo de los datos de la Encuesta de Protección 
social, en particular de aquellos que declararon tener dificultades para realizar determina-
das actividades de la vida diaria. La proporción de personas que necesitan ayuda muchas 
veces o siempre para estas actividades tiende a aumentar con la edad, al punto que el nú-

11  Si bien la ley de cuidados paliativos no se refiere explícitamente a este grupo, sí establece garantías específicas 
asociadas a cuidados a largo plazo, que suponen un gasto público adicional y que requieren una consideración 
respecto de la última etapa de la vida.
12  Ministerio del Trabajo y Previsión Social (2019).
13  Villalobos (2019) p. 86.
14  Ministerio de Salud (2009) p. 14.
15  Villalobos (2017) p. 87.
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mero de personas con dependencia severa es más importante respecto de personas mayores 
de 80 años16.

FIGURA 1
Proporción de encuestados con dificultad para realizar actividades cotidianas que requieren 

ayuda muchas veces o siempre de ellas

Tabla de elaboración propia a partir de datos de la Encuesta Nacional de Protección Social.

Así, como la severidad de la dependencia aumenta conforme se avanza en los tramos 
etarios –a mayor edad, la persona tiende a requerir apoyo para más actividades–, la coexis-
tencia de dos o más morbilidades incrementa la necesidad de cuidados y los costos asocia-
dos a estos, por lo que se ha propuesto la urgencia de estudiar un sistema de cuidados17 que 
permita garantizar la salud y la calidad de vida de las personas mayores. Frente a esta pro-
blemática, la sociedad como conjunto se ve en la obligación de generar cambios en torno a 
las políticas de protección social para este segmento poblacional.

La situación de vulnerabilidad es aún más crítica en comunidades donde el acceso a 
apoyos profesionales es escaso y en las que el cuidado tiende a recaer sobre miembros de la 
familia. La situación de cuidado informal ha generado problemáticas de salud en los cuida-
dores de esta categoría e incluso ha generado importantes brechas de género respeto de la 
persona que ejerce el cuidado de este tipo18.

En cuanto a la Encuesta de Protección Social, el 9,4% de las 7.800 personas que 
contestaron a la encuesta presencial reportaron ser “cuidador de alguna persona con disca-
pacidad, dependencia o de alguien que necesite ayuda para desenvolverse en su vida diaria” 
(pregunta F.17.c). La distribución de la relación de parentesco que tienen con la persona 
que está a su cargo se presenta en la Figura 2. Una gran proporción de los cuidadores cui-

16  Villalobos (2019) p. 87.
17  Leiva y otros (2020), p. 801.
18  Fernández y Herrera (2020), p. 32.
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dan a su padre o madre (36,4%) o a su esposo o pareja (14,5%). Además, la edad mediana 
de los cuidadores del padre o madre es de 51 y del esposo o pareja es de 69 años.

FIGURA 2

Tabla de elaboración propia a partir de los resultados de la Encuesta de Protección social sobre la 
relación de parentesco del cuidador con la persona que está a su cargo.

Además, en la misma figura, se observa que la mayoría de los cuidadores son mujeres 
en todas las categorías, sugiriendo una brecha de género significativa. Por ejemplo, de los 
36,4% que cuidan a su padre o madre, 72,8% son mujeres y 27,2% son hombres. Final-
mente, en promedio los cuidadores de sus propios padre o madre y esposo o pareja desem-
peñan su labor como tal 23,2 y 27,9 días al mes, respectivamente, y menos del 5% reciben 
una remuneración para esta labor.

Al respecto, el seguro de dependencia puede prestar una importante función de 
acompañamiento al permitir acceder a coberturas de determinadas prestaciones que mejo-
ren la calidad de vida de las personas en situación de dependencia y alivianen la carga de 
los cuidados paliativos, en concordancia con las garantías que la nueva normativa asegura, 
especialmente después de la dictación de la Ley 21.375, como se verá más adelante.

En esta modalidad de seguro de dependencia, tienen cabida las pólizas de seguros 
individuales y las colectivas, obligándose el asegurador al cumplimiento de las prestaciones 
que se convenga para atender, total o parcialmente, a personas que no pueden desarrollar 
por sí mismas un determinado número de actividades básicas. Sin embargo, la ampliación 
del aseguramiento a este tipo de riesgos plantea cuestionamientos respecto de la aplicación 
amplia de la normativa reguladora del contrato de seguro en el Código de Comercio y las 
normas propias de los seguros privados.

2.	 El concepto de dependencia en el ordenamiento jurídico chileno

La indeterminación del concepto de dependencia se produce por la ausencia de una 
norma que sistematice el concepto de dependencia respecto de los adultos mayores. En 
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Chile, el Código Sanitario incorpora, sin definirlo, el concepto de dependencia19 respecto 
de las personas con dependencia a sustancias, lo que no debería ser homologado a la con-
ceptualización que se pretende de dependencia en el contexto del mejoramiento de la situa-
ción de personas mayores.

El concepto de dependencia tiene una mención en la Convención interamericana 
sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores, ratificada por Chile 
el año 2017 a través del Decreto 162 del Ministerio de Salud, por la cual el país se com-
prometió a “promover el desarrollo de servicios socio-sanitarios integrados especializados 
para atender a la persona mayor con enfermedades que generan dependencia, incluidas las 
crónico-degenerativas, las demencias y la enfermedad de Alzheimer”20. Así, se encuentra 
considerado entre los parámetros para establecer los grupos que requieren ser tutelados por 
estas garantías.

Una definición normativa orgánica de dependencia supone el desafío de armonizar 
su sentido y diferenciar la dependencia de figuras ya existentes en la normativa chilena que 
se contraponen con el concepto de autonomía. Asimismo, La Ley de Cuidados paliativos 
tiene entre sus objetivos la preservación de la autonomía de las personas con enfermedades 
graves o terminales, por lo que –sin que este trabajo pretenda dicha exhaustividad– aparece 
como indispensable la circunscripción del concepto de autonomía a través de las figuras a 
las que se contrapone: dependencia, discapacidad, incapacidad e invalidez.

Si bien estas figuras, la de invalidez y la de discapacidad, pueden coexistir con la 
situación de dependencia y aparecen vinculadas en la literatura, su significado no es el mis-
mo y debe diferenciarse para efecto de determinar las prestaciones y analizar la oferta de 
pólizas en el mercado actual, como se revisará más adelante.

Por una parte, la normativa sobre discapacidad se encuentra dispersa en el ordena-
miento jurídico. Con una finalidad meramente descriptiva, existen dos normas particu-
larmente relevantes en la definición de discapacidad: la Ley 20.422 que establece normas 
sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y la Ley 
18.600 que establece normas sobre deficientes mentales.

La Ley 20.422 señala que será una persona con discapacidad aquella que presente 
“una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoria-
les, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en 
el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con las demás”21. La Ley 18.600 se refiere exclusivamente a la dis-
capacidad mental en los siguientes términos: “toda aquella que, como consecuencia de una 

19  En Derecho comparado, el concepto más utilizado para referir el riesgo vinculado a este tipo de prestaciones 
es la necesidad de cuidados a largo plazo. En España, en particular, la dependencia ha sido definida por la ley 
39/2006 como “el estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas 
de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomía física, mental, inte-
lectual o sensorial, precisan de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar activida-
des básicas de la vida diaria o, en el caso de las personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de 
otros apoyos para su autonomía personal”.
20  Chile, Decreto 162 (2017) artículo 19, letra h.
21  Chile, Ley 20.422, artículo 5.
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o más limitaciones síquicas, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter perma-
nente y con independencia de la causa que las hubiera originado, vea obstaculizada, en a lo 
menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social”22.

El concepto normativo de discapacidad refiere a limitaciones de integración y par-
ticipación efectiva en la sociedad, mientras que el concepto de dependencia refiere exclu-
sivamente al requerimiento de apoyos para actividades cotidianas, y aún más, el seguro de 
dependencia exige un apoyo en las actividades específicas que presuntivamente establecerán 
el estándar de dependencia severa. Esto implica que no toda persona en situación de disca-
pacidad puede ser considerada dependiente en los términos de la Ley 20.422, pero también 
implica que no toda persona dependiente presenta una discapacidad mental. La distinción 
es importante para efectos de cuantificar parámetros de riesgo al momento de analizar, 
como se revisa, un carácter mixto para el seguro de dependencia.

La certeza de la ocurrencia de la dependencia en los parámetros señalados dista de lo 
que se podría conceptualizar como discapacidad: una persona en situación de discapacidad 
no siempre podrá ser categorizada como dependiente. Por ejemplo, en el caso del deterioro 
cognitivo patológico, como una discapacidad, a pesar de que impone deberes en cuanto a la 
lealtad contractual y adaptación de conductas para el correcto cumplimiento de las obliga-
ciones en el contrato, no categoriza necesariamente a la situación de persona como de de-
pendencia. Así, las encuestas a nivel nacional que estudian la discapacidad suelen entregar 
cotas superiores a las que corresponden a la situación de dependencia23. Por el contrario, 
una persona dependiente podría ser categorizada como en situación de discapacidad según 
lo señalado por la Ley 20.422.

El concepto de discapacidad tiene una finalidad integrativa y de prohibición de 
discriminación en la normativa chilena, al mismo tiempo que busca establecer medidas de 
apoyo y prestaciones asociadas a la situación de discapacidad. El concepto de dependencia, 
por su parte, solo tiene sentido respecto de la especial vulnerabilidad y requerimientos de 
apoyo que dicha condición implica. Por lo tanto, mientras que la noción de discapacidad es 
amplio e intencionalmente inespecífico, el de dependencia requiere una calificación precisa 
de acceso prestacional. Esto no es un problema en sí mismo, sino una precisión conceptual 
que es necesaria para encuadrar los riesgos y tratamientos específicos de cada situación, 
particularmente en el caso de personas mayores: la discapacidad puede traducirse en una 
situación de dependencia, pero no siempre la dependencia supondrá discapacidad y, por lo 
tanto, los estándares y medios probatorios de una u otra condición no pueden ni deben ser 
confundidos –como, por ejemplo, en el caso del carnet de discapacidad–.

Otra es la situación respecto de la incapacidad. La declaración de interdicción –única 
forma de acceso a la incapacidad civil– supondría una problemática adicional respecto de 
las consideraciones para la exigibilidad del seguro y su subsistencia antes, durante y lue-
go de la incapacitación civil de una persona, cuando exista una situación de dependencia 

22  Chile, Ley 18.600, artículo 2.
23  Villalobos (2019).



172  
Revista Chilena de Derecho, vol. 49 Nº 3, pp. 165 - 192 [2022]

Barrientos Z.,  Marcelo / Gac E.,  Homero R. / Beaudry,  Isabelle / Villamizar R.,  Adriana  “El seguro de dependencia en Chile …”

concomitante con un deterioro patológico24. Esta problemática surge respecto del cuestio-
namiento de si las prestaciones pueden existir autónomamente –por la dificultad de mo-
vilización o incluso, de comprender los negocios–. Dicha situación es más crítica en casos 
de violencia económica, en consideración a que la interdicción ha sido internacionalmente 
cuestionada por la radicalidad de sus efectos y la flexibilidad de los parámetros con las que 
judicialmente se decreta. Lo anterior, particularmente si se considera un carácter mixto en 
que las normas contractuales serán las propias del ámbito privado y, por lo tanto, la exigibi-
lidad de los negocios queda supeditada a la capacidad civil y, así también, la elección de las 
prestaciones asociadas.

Por su parte, el concepto de invalidez se esboza en el artículo 4 del Decreto Ley 
3.500 como aquel que se produce “a consecuencia de enfermedad o debilitamiento de 
sus fuerzas físicas o intelectuales, sufran un menoscabo permanente de su capacidad de 
trabajo”. En este sentido, la noción de invalidez tiene un carácter laboral y se determina 
conforme a la capacidad de productividad económica de una persona. Estos estándares, 
como bien diferencia la norma al excluir a las personas pensionadas por vejez del acceso a la 
pensión de invalidez, no pueden ser aplicados a las personas mayores necesariamente, a pe-
sar de la frecuente actividad laboral de este grupo etario. Así, igual que con la discapacidad, 
una persona puede encontrarse en situación de invalidez y no ser dependiente, tal y como 
se ha explicado.

El Decreto Ley 3.500 establece dos categorías para la situación de invalidez: “Una 
pensión de invalidez total para afiliados con una pérdida de su capacidad de trabajo, de 
al menos, dos tercios, [y] una pensión de invalidez parcial, para afiliados con una pérdida 
de su capacidad de trabajo igual o superior a cincuenta por ciento e inferior a dos tercios”. 
Los parámetros se encuentran cuantificados y son diversos a los que doctrinariamente se 
revisan respecto de las evaluaciones de dependencia. Una confusión de estos conceptos 
además supone una superposición de prestaciones entre aquellas vinculadas a la pensión de 
invalidez y el subsidio por incapacidad laboral, cuyo contenido prestacional se vincula con 
la capacidad productiva y no con vulnerabilidad o siquiera fragilidad. Mucho menos puede 
enfocarse en los mismos grupos etarios para los cuales el seguro puede ser un aporte: la per-
sona mayor.

Finalmente, dado que no existe un concepto orgánico de dependencia y que esta 
solo puede ser evaluada –como sucede en el derecho comparado– a través del riesgo de re-
querir cuidado a largo plazo, es importante señalar que la noción de asistencia permanente 
se encuentra recogida en la Ley 20.584 sobre derechos y deberes que tienen las personas en 
relación con las acciones vinculadas a su atención en salud. La norma define la figura del 
cuidador en el artículo 5 quáter, incorporado apenas en octubre de 2021 por la Ley 21.380 
que modifica el deber de atención preferente en las prestaciones de salud. Para efectos de 
esta ley, “se entenderá por cuidador o cuidadora a toda persona que, de forma gratuita o re-
munerada, proporcione asistencia o cuidado, temporal o permanente, para la realización de 

24  En este punto, es necesario reiterar la diferencia entre los conceptos de dependencia que se aplican a las per-
sonas mayores del considerado por el Código Sanitario en cuanto a las discusiones sobre la procedencia de la 
interdicción de personas dependientes a las drogas, como la que propone Corral (2013).
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actividades de la vida diaria, a personas con discapacidad o dependencia, estén o no unidas 
por vínculos de parentesco”. Esto es importante, considerando que el cuidado personal for-
ma parte relevante de la problemática del cuidado como tal.

3.	 La dependencia y los cuidados paliativos

La dependencia, como ya se ha señalado, corresponde a un fenómeno independiente 
del estado cognitivo de una persona. Se relaciona con el grado de pérdida de funcionalidad 
de la persona, particularmente para tareas cotidianas de primer orden: comer, vestirse, mo-
vilizarse o ir al baño. Esta pérdida de la funcionalidad puede ocurrir en cualquier momento 
de la vida, no obstante, existe mayor incidencia de una dependencia severa en el contexto 
de enfermedades terminales y, por lo tanto, se asocia a la fragilidad propia de la vejez.

La Ley 21.375 consagra como un derecho universal el acceso a los cuidados paliati-
vos. Esto supone un desafío para las políticas públicas en que se financien dichos cuidados, 
pero también una convergencia de normas, necesitándose un apoyo para la realización de 
actividades cotidianas de forma intra o extra-hospitalaria. Quien requiera cuidados paliati-
vos será una persona dependiente, y requerirá ayuda para realizar sus actividades hasta su 
muerte, en la forma que señala el artículo 2 de la citada ley, es decir, por enfermedad termi-
nal o grave.

Conforme el artículo 2 de la reciente Ley 21.375, que consagra los cuidados palia-
tivos y los derechos de las personas que padecen enfermedades terminales o graves, y que 
tiene vigencia desde marzo de 2022, se entiende por “enfermedad terminal una enfermedad 
o condición patológica grave que haya sido diagnosticada, de carácter progresivo e irre-
versible, sin tratamiento específico curativo o que permita modificar su sobrevida, o bien 
cuando los recursos terapéuticos utilizados han dejado de ser eficaces, y con una expectativa 
de vida inferior a doce meses”. Esta definición establece un parámetro temporal que debe 
ser atendido al que la dependencia puede anteceder y la caracterización temporal de un cui-
dado a largo plazo –que, en derecho comparado, suele tener como baremo los seis meses–.

La misma norma continúa, en su artículo 2, señalando que los cuidados paliativos 
tienen como objetivo: “mejorar la calidad de vida de las personas que enfrentan padeci-
mientos relacionados con una enfermedad terminal o grave, mediante la prevención y 
alivio de tales padecimientos a través de la identificación temprana, adecuada evaluación y 
tratamiento de problemas de salud de orden físico o psicológico”. La particularidad de esta 
norma es que el artículo continúa señalando que “los cuidados paliativos podrán otorgarse 
mediante un modelo de atención domiciliaria…”, lo que se aviene con la experiencia inter-
nacional en contenidos de prestaciones propios de un seguro de dependencia.

4.	 Seguro de dependencia en el derecho comparado25

El envejecimiento poblacional y las condiciones de vulnerabilidad –particularmen-
te aquellas asociadas al deterioro físico y mental– han impulsado alrededor del mundo 
diferentes iniciativas y soluciones para palear los costos asociados a los cuidados de largo 

25  Para una revisión del estado del arte hasta 2020 de la experiencia internacional en seguros de dependencia a 
partir de un estudio doctrinario, ver Chen, Zhang y Xu (2020).
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plazo. Entre estas iniciativas, destaca el modelo alemán y de los países bajos, que fueron los 
primeros en Europa26; el modelo japonés, primero en Asia junto con Corea del Sur, cuyas 
reformas se revisarán más adelante; y la experiencia del modelo español, en que el seguro de 
dependencia tiene naturaleza privada. La implementación de este tipo de seguros en la ex-
periencia comparada, independiente de su forma de financiamiento, ha favorecido la salud 
de las personas usuario que pueden recibir cuidados de mejor calidad y ha aumentado la 
percepción de estabilidad financiera, especialmente en la población de personas mayores27.

	 a. Alemania y Países Bajos
El modelo de seguro de dependencia alemán surge en 1994, a través de la Long 

care insurance act que establece el Gesetzliche Pflegeversicherung (o LTCi por sus siglas en 
inglés) o seguro por riesgo de cuidado de largo plazo [traducción propia]. El LTCi se cons-
tituyó como uno de los cinco pilares del modelo de seguridad social alemán. El seguro 
de dependencia alemán es financiado por trabajador y empleador en partes iguales, cuya 
cobertura se extiende también a cónyuge e hijos28. La prestación en dinero es administra-
da por organizaciones sin fines de lucro y autónomas, con fondos específicos para el LTCi 
que distribuyen el dinero sobre la base del principio de solidaridad29. Estas organizaciones 
son las encargadas de recolectar y administrar el dinero aportado, negociar tarifas con los 
establecimientos de estadía a largo plazo y determinar la elegibilidad de los usuarios para 
acceder a las prestaciones30. Para asegurar la competitividad y calidad de los prestadores, las 
administradoras del seguro de dependencia deben publicar un listado de los precios de los 
prestadores asociados y auditar sus estándares de calidad31.

Los criterios de elegibilidad del seguro apuntan a personas que, debido a una condi-
ción física, mental o psicológica, requieren apoyos en las labores cotidianas por un período 
prolongados, de al menos 6 meses32. La necesidad de cuidado de una persona es calificada en 
tres niveles33, desde menos a más intensa: El primer nivel corresponde a personas que necesi-
tan ayuda al menos una vez al día con tareas de higiene personal, alimentación y varias veces 
a la semana con labores domésticas. El proveedor debe entregar cuidados como mínimo 90 
minutos diarios, de los que 45 minutos se dedican a cuidados básicos. En el segundo nivel se 
clasifica a personas que requieren al menos tres veces al día asistencia en labores de higiene 
personal, alimentación o labores domésticas. En el último nivel se incorporan personas con 
una necesidad extrema de cuidado, que requieren asistencia permanente, con un mínimo de 
5 horas de apoyo diarias de las cuales 4 se dedican a labores de cuidado básicas. La depen-

26  Chen, Zhang & Xu (2020) p. 2.
27  Chen, Zhang & Xu (2020) p. 6.
28  Nadash & Cuellar (2017) p. 589.
29  Geraedts, Heller & Harrington (2000) p. 382.
30  Geraedts, Heller & Harrington (2000) p. 380.
31  Geraedts, Heller & Harrington (2000) p. 388.
32  Nadash & Cuellar (2017) p. 589.
33  Geraedts, Heller & Harrington (2000) p. 384.
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dencia producida por demencia también está considerada, por lo que un porcentaje signifi-
cativo de los usuarios del seguro son personas mayores de 60 años34.

Las prestaciones asociadas al seguro de dependencia no pretenden la cobertura total 
del cuidado, sino tasas estandarizadas35. Para reducir costos, se promueve la generación de 
incentivos para los cuidados domiciliarios, incorporando pagos en dinero para cuidadores 
informales que dedican más de 14 horas semanales a labores de cuidado, capacitaciones 
para cuidadores familiares e informales36 y modificaciones estructurales o ajustes para faci-
litar la movilización y las labores de cuidado. De esta forma, se abaratan costos –en compa-
ración con aquellos invertidos en hogares de larga estadía– y se retrasa la internación de las 
personas hasta que sea estrictamente necesario.

A partir de 2013, debido a la devaluación de los precios de los beneficios asociados al 
acaecimiento de la situación de dependencia y el envejecimiento poblacional, surgió la in-
corporación de seguros complementarios, en su mayoría ofrecidos como seguros de salud y 
con subsidios gubernamentales por contratación, cuyas prestaciones varían: algunos ofrecen 
pagos en efectivo y otros, la devolución de los gastos hechos en servicios específicos37.

Países Bajos fue el primer país de Europa en incorporar un sistema universal de salud 
que incluía cuidados a largo plazo en 196538 a través del llamado Exceptional expenses act o 
AWBZ, por sus siglas en holandés, en conjunto con medidas de congelamiento de precios 
de servicios. El sistema es financiado a través de un sistema impositivo con co-pago en el 
que todo ciudadano mayor de 15 años con ingresos debe tributar al seguro de dependen-
cia39. A partir de 1997, la calificación de los cuidados requeridos se encuentra unificada en 
una sola institución, The centre of need assessment, que determina las prestaciones cubiertas 
por el seguro40.

Inicialmente, las prestaciones cubiertas abarcaban asistencia domiciliaria, cuidados 
hospitalarios para personas en situación de discapacidad y hospitalizaciones por una estadía 
mayor a un año41. Posteriormente, se incorporaron otras prestaciones como hogares de lar-
ga estadía para personas mayores, rehabilitación física post-hospitalaria y tratamientos am-
bulatorios de salud mental42. A inicios de la década de los 90 se incorporaron prestaciones 
para cuidados domiciliarios informales, como una forma de empoderar a los consumidores, 
al mismo tiempo que se estandarizaron los criterios de cuidado43. Esta forma de cuidado es 
la prevalente en Países Bajos, aunque corresponden a uno de los países con menor porcen-
taje de cuidado informal en Europa, y se rige por protocolos estrictos para regular el gasto 

34  Nadash & Cuellar (2017) p. 589.
35  Nadash & Cuellar (2017) p. 590.
36  Geraedts, Heller & Harrington (2000) p. 381.
37  Nadash & Cuellar (2017) p. 590.
38  Schut & Berg (2010) p. 412.
39  Schut & Berg (2010) p. 414.
40  Schut & Berg (2010) p. 414.
41  Schut & Berg (2010) p. 413.
42  Schut & Berg (2010) p. 413.
43  Maarse (2010).
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estatal44. En 1995, además, se establecieron prestaciones dinerarias en reemplazo de las 
prestaciones en especie45.

En 2007 entró en vigencia The Social Support act (WMO por sus siglas en holandés), 
a través del cual se reformó el sistema de la AWBZ. El WMO establece un ingreso financia-
do por impuestos a las municipalidades para prestar los servicios que antes eran cubiertos 
por el AWBZ, en conjunto con un co-pago proporcional a los ingresos individuales46. El 
WMO fomenta la responsabilidad individual, promoviendo el sistema de co-pago –estable-
ciendo criterios más estrictos de acceso– y potenciando las labores de cuidado domiciliarios 
informales, como una forma de reducir el gasto estatal47.

En 2015, sin embargo, una reforma mayor al sistema holandés de seguro de depen-
dencia redujo las prestaciones del seguro de dependencia a institucionalizaciones de larga 
estadía y cuidado domiciliario permanente, trasladando los gastos de las demás prestaciones 
a seguros de salud y municipalidades, no obstante lo cual gran parte de los gastos de cuida-
do de largo plazo son financiados estatalmente48, lo que se traduce en una cobertura mayor 
para personas de menores ingresos49.

	 b. Japón
El seguro de dependencia japonés (Kaigo Hoken) fue implementado en el año 2000 

como una forma de morigerar los costos asociados al envejecimiento poblacional, la menor 
dedicación por parte de los familiares al cuidado de las personas mayores y el aumento de 
los costos de salud50. El seguro es financiado por pólizas privadas en un 50% y en un 50% 
por fondos estatales –divididos entre las arcas fiscales, prefecturas y municipios, en pro-
porción de 2:1:1–. El programa de aseguramiento es universal y obligatorio para cualquier 
persona mayor de 40 años51.

Las prestaciones asociadas al seguro sólo se realizan a través del financiamiento de lu-
gares de estadía formales –no en dinero ni remunerando el cuidado informal– y se entregan 
mediante un sistema municipal uniforme, luego de una caracterización de la necesidad de 
cuidado52. El financiamiento del cuidado informal fue desestimado por tres motivos: el pri-
mero, la insuficiencia de los montos posibles para alivianar la carga familiar –particularmen-
te sobre mujeres–; el segundo, el desincentivo para los proveedores formales de cuidador y, el 
tercero, la posible inflación producida por una mayor cantidad de dinero circulante53.

El nivel de dependencia es calificado en siete estados según los cuales se financian 
los cuidados, con montos superiores o cercanos a lo existente en Países Bajos y con una 

44  Schut & Berg (2010) p. 422.
45  Schut (2021) p. 247.
46  Maarse (2010).
47  Maarse (2010).
48  Schut (2021) p. 247.
49  Chen, Zhang & Xu (2020) p. 8.
50  Asahara, Momose & Murashima (2003).
51  Campbell, Edvardsen, Midford & Saito (2014) p. 9.
52  Campbell, Edvardsen, Midford & Saito (2014) p. 10.
53  Campbell, Edvardsen, Midford & Saito (2014) p. 12.
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tasa de calificación para el acceso más alta que lo que ocurre en Alemania54. Los primeros 
dos niveles de cuidado tienen un foco en la prevención del empeoramiento de la situación 
de dependencia.

En este sentido, el sistema japonés incorporó ajustes y modificaciones en su primera 
década de funcionamiento. En el año 2005 se realizó una reforma que promovía un sistema 
de prevención a cargo de instituciones municipales, que son también las llamadas a diseñar 
los distintos planes de cuidados a largo plazo55. En el año 2006, por necesidades presupues-
tarias, se hicieron recortes a los aportes a las tasas de los cuidadores. Estos recortes debieron 
ser suplidos en una reforma de 2009, a causa del éxodo de cuidadores a falta de incentivos 
económicos56.

	 c. España
En España la carga del riesgo de dependencia recae principalmente en las familias 

que realizan cuidados informales de la persona dependiente57. Aprovechando esta práctica, 
con énfasis en la familia como núcleo del cuidado, y debido a la reducción de costos que 
implica retrasar la internación de una persona, las políticas públicas españolas desde 1978 
han fomentado la inserción de personas dependientes –con énfasis en las personas mayo-
res– en núcleos familiares; la mantención del dependiente en su hogar58.

Las prestaciones asociadas en el Real Decreto 1051/2013 respecto del Sistema para 
la Autonomía y Atención a la Dependencia se encuentran establecidas en la Ley 39/2006. 
A partir de la dictación de la Ley 39/2006 de Promoción de la Autonomía Personal y Aten-
ción a las Personas en Situación de Dependencia, que correspondía a un mandato de la Ley 
55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, es-
tableció la obligación de incorporar las modificaciones legislativas necesarias para regular la 
cobertura de las situaciones de dependencia59. El seguro de dependencia se reguló en la ley 
41/2007 que explicita que “los instrumentos a través de los cuales se puede dar cobertura a 
las situaciones de dependencia son los contratos de seguro y los planes de pensiones, y que 
el riesgo de la dependencia se puede encuadrar en los ramos de enfermedad y de vida”60.

En otras palabras, el seguro de dependencia se articula a través de mecanismos or-
dinarios del sistema de seguros, sin una aproximación diversa de su financiamiento o pres-
taciones. La oferta de estos seguros ha sido discreta, lo que doctrinariamente se ha identi-
ficado como un problema respecto de las cargas económicas vinculadas al envejecimiento 
poblacional61.

54  Campbell, Edvardsen, Midford & Saito (2014) p. 9.
55  Tsutsumi (2014).
56  Tsutsumi (2014).
57  Escudero (2007) p. 67.
58  Escudero (2007) p. 70.
59  Martínez-Gijón (2012) p. 17.
60  Martínez-Gijón (2012) p. 17.
61  Ver, por todos, el estudio realizado por Sanchez Delgado (2009), acerca de la incorporación de un seguro 
de dependencia privado en España. Otro tanto se puede ver en Martínez-Gijón (2012).
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II. LAS PÓLIZAS DE SEGUROS DE DEPENDENCIA ACTUALMENTE 
OFRECIDAS EN CHILE Y SU ALCANCE A LA POBLACIÓN MAYOR

1.	 El Proyecto de Seguro de Dependencia en Chile

La incorporación de un seguro de dependencia ha sido propuesta en diferentes países 
del mundo, y en varios de ellos es una realidad, aunque con características propias diferen-
tes62. Desde el año 2013 se ha evaluado en Chile la posibilidad de implementar un símil al 
seguro de dependencia63 existente actualmente, no solo en Japón, sino en también en Ale-
mania64, España, Italia65, Suecia66, Dinamarca y los Países Bajos67, por mencionar algunos. 
En varios de estos países el financiamiento es mixto y las prestaciones asociadas incluyen 
asistencia domiciliaria, acceso a centros de cuidado permanente diurnos o nocturnos, ser-
vicios médicos de estadías cortas, entre otros68. Esto significa un cambio de paradigma a las 
propuestas que, como se verá, se han realizado a nivel nacional, pero tiene su fundamenta-
ción en la naturaleza de las necesidades del grupo objetivo al cual va dirigido69.

62  Para 2050, una de cada seis personas en el mundo (16% de la población) tendrá más de 65 años, en com-
paración con una de cada 11 en 2019 (9%). Se proyecta que la proporción de la población de 65 años y más se 
duplicará entre 2019 y 2050 en África septentrional y Asia occidental, Asia central y meridional, Asia oriental 
y sudoriental, y América Latina y el Caribe. Para 2050, una de cada cuatro personas viviendo en Europa y 
América del Norte podría tener 65 años y más. En 2018, por primera vez en la historia, las personas de 65 años 
o más a nivel mundial superaron en número a los niños menores de cinco años. Se proyecta que el número de 
personas de 80 años o más se triplicará, de 143 millones en 2019 a 426 millones en 2050. Para un análisis más 
detallado, ver Naciones Unidas (2022).
63  Ciedess (2014).
64  Ciedess (2014). Las prestaciones en el seguro alemán de dependencia cubren aquellas propias domiciliarias y 
residenciales. Se otorgan cifras cerradas, no son prestaciones por necesidades reales. Suelen darse por cobertura 
parcial, a partir de un listado de las mismas, es por ello que el listado de las domiciliarias es más amplio que el 
de aquellas de las residencias. Se entiende que para la legislación alemana se necesita que el asegurado perma-
nezca en un entorno familiar. Isfort (2013).
65  Ver Istituto Nazionale di Previdenza Sociale (2022).
66  Ver Pensionsmyndigheten (2022).
67  Comisión Permanente de Familia y Adulto Mayor de Cámara de Diputados (2014).
68  Ciedess (2014).
69  Por ejemplo, en Alemania, el servicio de enfermería para personas con dependencia, que se privilegiaba en la 
anterior legislación, se deja de lado y se pasa a que sean los propios dependientes con sus recursos y capacida-
des, y redes de apoyo, a quienes se les garantice la máxima conservación de la independencia. Un lugar signifi-
cativo en los análisis de asistencia tienen las habilidades comunicativas y mentales, así como los problemas psi-
cológicos, pero también cómo se organiza la vida cotidiana y en qué medida los contactos sociales van en apoyo 
de las personas en situación de dependencia. La necesidad de ayuda, que se ponderaba en unidades de tiempo, 
pasa a un lugar secundario gracias a este nuevo enfoque en la prestación del seguro de asistencia. Los elementos 
que se toman en cuenta en esta evaluación son: movilidad; habilidades cognitivas, comunicativas, comporta-
miento y problemas psicológicos; autosuficiencia; el cómo se hace frente y maneja de forma independiente las 
demandas y las cargas causadas por la enfermedad o la terapia que sufre el asegurado, como también la organi-
zación de su vida cotidiana y los contactos sociales con los que cuente. Conforme al SGB XI, ley de seguro obli-
gatorio de atención a largo plazo en Alemania, cada persona que reside en el país está obligada a contratar su 
propio seguro para cubrir sus riesgos de enfermedad de largo plazo. Es esta la razón por la que las compañías de 
seguros de salud y las de seguros de salud privadas, en general, ofertan seguros de atención de largo plazo. Dis-
ponible en; https://www-bundesgesundheitsministerium-de.translate.goog/themen/pflege/pflegeversicherung-
zahlen-und-fakten.html?_x_tr_sl=auto&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es. Fecha de consulta: 14710/2022.
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El año 2014 se realizó en Chile un estudio que estructura el seguro de dependencia 
con cargo a entidades estatales70, sin considerar su viabilidad para el mercado privado. El 
estudio caracteriza la necesidad de asegurar las prestaciones de cuidado a adultos mayores, 
sea domiciliario, en hogares o a través de un sistema vouchers71 y propone el establecimiento 
de un organismo estatal encargado de administrarlo.

Este, entre otros estudios, llevó a la formulación de un Proyecto de Ley, publicado en 
noviembre de 2018 en el Boletín 12.212-13. El proyecto propone la generación de un segu-
ro, de carácter contributivo que “se financiará mediante el pago de una cotización que ascen-
derá al 0,2% de la remuneración imponible del trabajador” de pago mensual y obligatorio, y 
con una base de aporte del Estado de 3 UF. El proyecto incorpora además un subsidio para 
las personas que se encuentren en los sectores socioeconómicamente más vulnerables de la 
población72, siempre y cuando la persona no tenga acceso al seguro de dependencia.

De acuerdo con el texto publicado, el proyecto define como dependientes “las perso-
nas que, por razones derivadas de una o más condiciones de salud de causa física, mental, 
y/o sensorial, que inciden en la falta o pérdida de su capacidad funcional requieren de la 
asistencia permanente de otra u otras personas para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria”. A pesar de que la definición es aparentemente amplia, el riesgo asegurado por el se-
guro es la pérdida de funcionalidad severa, es decir, la dependencia severa: lo que se presen-
ta como permanente es el cuidado y no la necesidad del mismo. Una dependencia severa es 
aquella que supone dificultades para bañarse, vestirse, comer y salir de su cama, conforme 
con los criterios propuestos por la Encuesta de Protección Social73.

Los requisitos para acceder al seguro son

ser mayor de 65 años de edad; estar pensionado en el sistema de pensiones estableci-
do en el decreto ley Nº 3.500 de 1980; Registrar sesenta meses o más de cotizaciones 
al Seguro de Dependencia, en el caso de los hombres, y cuarenta y ocho meses o 
más, en el caso de las mujeres, con anterioridad a la fecha de pensión o hasta los 70 
años de edad, lo que sea posterior [y] ser calificado como dependiente funcional se-
vero por las Comisiones Médicas del decreto ley Nº 3.500, de 198074.

70  Para una revisión de las prestaciones individualizadas asociadas a los seguros ofrecidos por cada país, ver: 
https://www.previsionsocial.gob.cl/sps/download/estudios-previsionales/publicaciones/documentos-de-
trabajo/2014-2016/011-dt-2014-01-analisis-prospectivo-seguro-obligatorio-dependencia.pdf. Fecha de consul-
ta: 14 de octubre de 2022.
71  Ciedess (2014).
72  De acuerdo con el texto del Proyecto en su segundo trámite constitucional en el informe de la Comisión en 
mayo de 2021, se trata de un beneficio de “$80.000.- mensuales si el beneficiario pertenece al 40% más pobre, 
a $70.000.- mensuales si el beneficiario pertenece al quinto decil más pobre, a $60.000.- mensuales si el bene-
ficiario pertenece al sexto decil más pobre, y se propone su administración por el CASS o la Agencia y forma 
parte del PACS”. Ver: https://www.camara.cl/verDoc.aspx?prmID=23594&prmTIPO=INFORMEPLEY. Fecha 
de consulta: 15/12/2021.
73  Superintendencia de Salud (2008), p. 26.
74  Cámara de Diputados (2018).
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Por lo tanto, la naturaleza del seguro pretende exclusivamente complementar pensio-
nes de vejez y no coexistir con otros sistemas de cuidado.

Sin embargo, la remisión al Decreto Ley 3.500 de 1980 implica que los parámetros 
serían los propuestos por esta norma. Esto es, que se asimila parcialmente la dependencia a 
la invalidez y a la que se refiere el artículo 4°, para las personas señaladas en el artículo 7°, y 
en la letra c) del artículo 8° del Decreto Ley 3500 de 1980. Además, será calificada, en con-
formidad a las “Normas para la evaluación y calificación del grado de invalidez de los tra-
bajadores afiliados al nuevo sistema de pensiones”, según lo señale el reglamento respectivo, 
por una Comisión de tres médicos cirujanos que funcionará en cada Región, designados por 
el Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, en la forma que establezca 
el reglamento de esta ley”75. En otras palabras, quedan sometidos a la misma normativa del 
seguro de invalidez vigente, extendido por el artículo 4 bis, en relación con los artículos 54 y 
59 del mismo Decreto Ley, que agilizan los trámites y dictámenes de las Comisiones Médi-
cas, lo que implica –como ya se ha señalado– confundir sistemas y conceptos.

2.	 Oferta de pólizas de seguro de dependencia en Chile

La oferta de pólizas que contienen la dependencia como prestación es escueta. En 
Chile, actualmente existe una póliza inscrita a título de seguro de dependencia bajo el códi-
go POL320140020 que tiene por objeto brindar

pago de una renta mensual indicada en las Condiciones Particulares de la póliza al 
asegurado, cuando este último acredite encontrarse en un estado de dependencia 
según se define en el artículo Nº 4 letra q), en que el asegurado incurra durante el 
período en que se encuentre amparado por esta póliza, y siempre que la póliza se en-
cuentre vigente al momento de quedar en el estado de dependencia.

Además, existe un seguro colectivo de dependencia registrado bajo el 
POL22015056676.

Al igual como sucede con el seguro de dependencia propuesto por el legislador, las 
prestaciones de ambas pólizas solo pretenden compensar pecuniariamente al asegurado. 
Pero por su parte, las pólizas privadas presentan un número de prexistencias que excluyen 
en gran medida a adultos mayores como posibles beneficiarios, ya que su grupo objetivo es 
el de trabajadores activos que sufren accidentes en su jornada laboral. Esto ocurre, como se 
presentará, con la mayoría de las pólizas que pretenden cubrir en algún grado la situación 
de dependencia, lo que se puede deber en cierta medida a las confusiones conceptuales res-
pecto de discapacidad, incapacidad, invalidez y dependencia.

Las pólizas mencionadas definen la dependencia en los términos de estado de depen-
dencia total, que corresponde al riesgo asegurado. En este sentido, se reconoce en estado 
de dependencia total al asegurado cuyo estado de salud está confirmado y se encuentra en 

75  Chile, Decreto Ley 3500 de 1980.
76  Es necesario señalar que existe además un modelo prohibido registrado bajo el código POL208018, cuyo 
análisis no ha sido considerado por no encontrarse ofertada.
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situación de imposibilidad permanente de realizar, sin la asistencia o ayuda de otra persona, 
al menos cuatro (4) de las siguientes seis (6) actividades de la vida diaria” entre las que se 
enumera: lavarse o bañarse, comer y beber, vestirse, usar el sanitario, continencia y despla-
zarse incluso con el apoyo de apoyos físicos no humanos77.

Para la certificación del siniestro en ambas pólizas, cual es que la persona se encuen-
tre en estado de dependencia, se requiere un

certificado del médico tratante o del último hospital donde fuese atendido, en el que 
describa la situación de dependencia que a su juicio afecta al asegurado, su fecha de 
inicio y sus causas, esto es, el origen accidental o patológico de la incapacidad o in-
capacidades, evolución y naturaleza de la enfermedad o accidente que determinó su 
incapacidad o incapacidades78.

Si bien la incapacidad está entendida desde una perspectiva funcional, el concepto 
de incapacidad tiene una connotación legal diversa que es igualmente exigida como certifi-
cación de facultativos en salud en el contexto de la celebración de negocios jurídicos.

Al tratarse solo de una prestación pecuniaria, la póliza no considera formas de gra-
dualidad de deterioro, expresándose que incapacidad es

toda enfermedad o dolencia, y además toda lesión corporal sufrida como resultado 
de un accidente, que afecte al organismo de un asegurado y que requieran tratamien-
to médico. Todas las lesiones sufridas por una persona en un mismo accidente se 
consideran como una sola incapacidad. Todas las incapacidades que existan simultá-
neamente debidas a la misma causa o a otras relacionadas entre sí, serán consideradas 
como una misma incapacidad79.

La póliza define enfermedad como “una alteración del estado de salud de causa co-
mún o accidental, confirmada por un médico y que precisa de asistencia facultativa”. No 
queda clara la distinción con el concepto de enfermedad, lo que complejiza la distinción 
con el concepto legal de incapacidad o hace inútil la cláusula, lo que claramente atenta en 

77  La cláusula completa señala “la habilidad de lavarse o bañarse por cualquier medio, de tal manera que sea 
capaz de mantener un nivel razonable de higiene personal. 1) Lavarse o bañarse. 2) Comer y beber: la habilidad 
de consumir alimentos y bebidas toda vez que estén preparados y disponibles. 3) Vestirse: la habilidad de poner, 
quitar, abrochar, desabrochar la ropa necesaria y, si es el caso, cualquier aparato, miembro artificial o implemen-
to médico quirúrgico. 4) Uso de los sanitarios: sentarse y levantarse del sanitario. 5) Continencia: la habilidad 
de controlar la función vesical e intestinal, si es el caso, utilizando ropa interior protectora o implementos 
médicos quirúrgicos; tal que permita mantener un nivel razonable de higiene. 6) Desplazarse: la habilidad de 
moverse dentro de su residencia de una habitación a otra en una superficie nivelada o hacer uso de la cama o 
silla, si es necesario, con la ayuda de equipo apropiado, tales como silla de ruedas, andadera, muleta, bastón, o 
de cualquier otro medio adaptado”.
78  POL220150566 y POL320140020.
79  Disponible en http://www.svs.cl/sitio/seil/pagina/rgpol/muestra_documento.php?ABH89548=37G70IE7IX
10663S8IYM4ABCIV864AJ35MNABPRXV864AV864A4ABCIV864A. Fecha de consulta: 17/12/2021.
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contra de los deberes de lealtad y claridad en el contrato para con el asegurado, particular-
mente respecto de personas mayores, un grupo que merece especial protección.

En este sentido, a partir de la exclusión directa de cobertura o garantía, en la actual 
legislación, se obliga a que ello sea declarado en términos claros, expeditos y oportunos, 
amén de la asesoría que debe dársele al asegurado en forma omnicomprensiva en virtud de 
los artículos 514 y 529 número 1 del Código del Comercio, lo que además sería predicable 
en caso que el seguro sea contratado a través de un corredor, conforme al artículo 57 del 
DFL 251 y al Reglamento sobre Auxiliares del Comercio del Seguro, en concreto el ar
tículos 9 y 10 del Decreto Supremo 1055.

En general, la oferta de pólizas a nivel nacional considera como riesgo asegurable la 
situación de invalidez80 y se define en los mismos términos que se ha expresado respecto del 
Decreto Ley 3.500, esto es, según el texto de la póliza, como

la pérdida irreversible y definitiva, a consecuencia de enfermedad, accidente o debi-
litamiento de sus fuerzas físicas o intelectuales, de a lo menos dos tercios (2/3) de la 
capacidad de trabajo, evaluado conforme a las “Normas para la evaluación y califica-
ción del grado de invalidez de los trabajadores afiliados al nuevo sistema de pensio-
nes”, regulado por el D.L. Nº 3.500 de 1980 y su reglamento81.

Además, se señalan casos en que siempre se considera invalidez82, sin un parámetro 
funcional como sí ocurre con la dependencia como un siniestro, lo que constituye su prin-
cipal diferencia, junto con lo ya mencionado sobre la capacidad laboral.

Fuera de la póliza señalada, existen menciones, particularmente en seguros comple-
mentarios de salud, que incorporan el concepto de dependencia83. En general, se señala 
como prestación respecto del riesgo de dependencia en el contexto de beneficios de salud 
mental y se compromete la indemnización de

toda acción, prestación o tratamiento asociado a un diagnóstico psiquiátrico, de sa-
lud mental o dependencia, en complemento de lo que cubra el sistema de salud pre-
visional o de bienestar u otro seguro o convenio, si así fuera pactado en las condicio-
nes particulares, de acuerdo a los porcentajes y límites de reembolso o pago definidos 
para este beneficio en el Cuadro de Beneficios de la póliza84.

No se especifica, sin embargo, si el concepto de dependencia es utilizado en un sen-
tido amplio o en el sentido en que se emplea en el Código Sanitario. Los criterios de de-

80  Al respecto, ver POL 320140036, POL 320140037, POL 320140075, POL 320140088, POL 320140455, 
entre otras.
81  POL 320140036.
82  En todo caso, para efectos de esta póliza, siempre se considerará como invalidez parcial o total los siguientes 
casos: La pérdida total de: a) la visión de ambos ojos, o b) ambos brazos, o c) ambas manos, o d) ambas piernas, 
o e) ambos pies, o f ) una mano y un pie.
83  En este sentido, ver, solo a modo ejemplar, ver POL 320200069, POL 320200073, POL 320200217.
84  POL 320200217.
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pendencia han sido incorporados en seguros de enfermedades graves para la ocurrencia de 
demencias como el Parkinson85 y en pólizas de seguro de accidentes personales, en términos 
de “pérdida de la existencia independiente”86 o confundiendo los parámetros de dependen-
cia que se han propuesto con la determinación de la invalidez87.

3.	 Exclusiones de las personas mayores de las pólizas de dependencia

Las pólizas que tienen la dependencia o la invalidez como riesgos asegurados limitan 
el acceso a la contratación de las personas mayores por las exclusiones dispuestas en las pó-
lizas. Para ejemplificar, y dado que no es una característica exclusiva de este instrumento, 
se recogen los términos de la póliza que establece el seguro de dependencia bajo el código 
POL320140020, que se han señalado en el punto 2 de este trabajo. Esta señala que una si-
tuación de incapacidad –o enfermedad– preexistente es entendida como “cualquiera enfer-
medad, dolencias o situaciones de salud en general que afecten al asegurado y que haya sido 
diagnostica o conocida por el asegurado o por quien contrata en su favor, con anterioridad 
a la fecha de la suscripción de la propuesta o solicitud de incorporación a la póliza”. El 
espectro de enfermedades es tan amplio que podría cuestionarse si el devenir biológico de 
cualquier condición o situación de salud es o no causa directa de la dependencia.

La cláusula 5, que señala las exclusiones de este seguro, afirma que no cubre la de-
pendencia del asegurado cuando se originen por

situaciones o enfermedades preexistentes, entendiéndose por tales las definidas en el 
artículo Nº 4 letra p) de estas condiciones generales. Para los efectos de la aplicación 
de esta exclusión, al momento de la contratación la aseguradora deberá consultar al 
asegurado, acerca de todas aquellas enfermedades, dolencias o situaciones de salud 
diagnosticadas o conocidas por él, que pueden importar una limitación o exclusión 
de cobertura. En las Condiciones Particulares o en el Certificado de Cobertura, en su 
caso, se establecerán las restricciones y limitaciones de la cobertura en virtud de la de-
claración de salud efectuada conforme a lo señalado anteriormente (…) d) Cualquier 
desorden mental o nervioso sin una enfermedad orgánica demostrable (…) f ) La omi-
sión en la búsqueda de atención o en el seguimiento de recomendaciones médicas.

Para el caso de las personas mayores, resultaría contradictorio, con la experiencia 
internacional en la materia, que los deterioros cognitivos que pudieran devenir, aunque 
indeterminados en su inicio, en una patología cognitiva, quedasen finalmente excluidos. Lo 
anterior, particularmente, en circunstancias que es precisamente a ese tipo de población a la 
que se busca proteger con un seguro de dependencia.

Por una parte, es evidente que, de acuerdo con los tratados internacionales en mate-
ria de adultos mayores, los estándares de información precontractual que exige la póliza ex-

85  Por ejemplo, POL320210189; POL320210147; POL320200131; POL320170254; POL320170208, 
POL320130796.
86  Por ejemplo, POL320210156, en la que además se excluyen enfermedades de origen mental o nervioso.
87  Como sucede, por ejemplo, en la CAD220131061.
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puesta, y la diligencia contractual durante la ejecución del contrato, debieran considerar las 
competencias cognitivas de una persona en situación de dependencia moderada, severa o 
gran dependencia. Estos estándares, no solo en cuanto a la adaptación de la forma de cum-
plimiento de la denuncia del siniestro, pago de primas u otras obligaciones que pudieran 
estipularse para el asegurado, sino también en cuanto a la declaración del riesgo.

Por otra, la existencia de este tipo de exclusiones produce una imposibilidad de eje-
cución eventual en tanto sería posible reconducir diferentes condiciones de salud –o des-
orden orgánico– como causa posible de la situación de dependencia y aún más, cualquier 
omisión de requerir apoyos médicos en cualquier grado. No se consideran las particulares 
vulnerabilidades que puede suponer una situación de dependencia, su gradualidad y, aún 
más importante, el papel que los cuidadores tienen en las decisiones cotidianas de este gru-
po poblacional. Lo que se agrava en la interseccionalidad88 que se produce con las vulnera-
bilidades propias de la vejez.

III. CONTENIDO Y NATURALEZA JURÍDICA DE UN SEGURO 
DE DEPENDENCIA Y SUS DESAFÍOS FRENTE A LA NUEVA LEY 

DE CUIDADOS PALIATIVOS

Determinar la naturaleza del seguro de dependencia y el alcance de las prestaciones 
asociadas es relevante en cuanto al aporte que puede significar a la consecución de las ga-
rantías establecidas en la Ley 21.375, particularmente en el caso de personas mayores. La 
ley 21.375 incorpora una doble calificación de enfermedad grave y de enfermedad incura-
ble en su artículo 2. En ambos casos, la dimensión de la condición de salud que presenta 
la persona la pone en una condición de requerir cuidados o apoyos para el desarrollo de las 
tareas cotidianas.

A diferencia de lo que ocurre con el seguro de dependencia, la Ley de cuidados pa-
liativos dialoga con un sistema de prestaciones en especie –ya no solo en efectivo– y no 
discrimina respecto de los rangos etarios. Esta falta de armonía sistémica entre las presta-
ciones privadas y la generación de un seguro –mixto o privado– repercute en el alcance de 
mecanismos que, importados de legislaciones comparadas, no responden a las necesidades 
de morigerar gastos privados de cuidados, reconocer la labor de cuidado informal o retrasar 
el ingreso a hospitalizaciones.

1.	 Naturaleza del seguro de dependencia

El seguro de dependencia, cualquiera sea el contenido de la prestación, se rige por 
las normas propias del Código de Comercio. En dicho cuerpo normativo se presenta una 
clasificación en que se distingue entre los seguros de personas y de daños, en relación con 
el riesgo. En este caso, al ser el riesgo asegurado una cuestión que afecta la existencia, in-
tegridad corporal o salud, debiera entenderse como un seguro de personas. Lo anterior 
porque, conforme al artículo 544 del Código de Comercio, los seguros son de daños o son 
de personas. En Chile se distingue entre los seguros del Primer Grupo, en los que se otorga 

88  Piña y Gómez (2019) p. 27.
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cobertura sobre las cosas o el patrimonio, y los del Segundo Grupo, que son aquellos que 
cubren los riesgos sobre las personas o aseguran un capital o una renta de estas, lo que se 
deduce del artículo 8 del D.F.L. Nº 251 de 1931.

En el seguro de dependencia, valga la redundancia, el riesgo está constituido por 
una situación de dependencia, entendida como la pérdida de autonomía física o mental 
del asegurado, lo que se deberá determinar a través de evaluaciones clínicas con parámetros 
claros como son, entre otros, las escalas que se han mencionado en apartados anteriores, es 
decir una necesidad concreta de cobertura. El riesgo, cuya relevancia social se ha intentado 
justificar hasta este punto, debe ser determinado de forma previa al contrato al igual que las 
prestaciones asociadas a la ocurrencia del siniestro89. Esto es propio de los seguros de per-
sonas, ya que la avaluación del valor del riesgo surge de lo pactado: Si llega a producirse el 
siniestro, el asegurador ha de pagar el monto previamente pactado, prescindiendo de la de-
terminación posterior del daño. La cantidad que ha de pagarse por el asegurador se encuen-
tra tarifada previamente, lo que no significa que no se encuentre determinada, sino que está 
avaluada en el contrato y previamente.

En cuanto a su prestación, el seguro de dependencia está más relacionado con el de 
vida. Esto es, un seguro en que el asegurador asume la obligación de entregar al asegurado 
una determinada cantidad de dinero, fijada previamente en el contrato, antes de que el si-
niestro ocurra, y que no es un daño cierto económico sufrido por el asegurado, más bien es 
una forma de sobrellevar la pérdida de autonomía y que ayuda a sufragar pagos por asisten-
cias relacionadas a la dependencia. De esta manera el seguro se contempla como una forma 
de preservar la autonomía del asegurado.

La lógica normativa del seguro tiene habitualmente como prestación una obligación 
de dar. Comprender el seguro en el contexto de una categoría de seguro de vida –o incluso, 
de seguro de salud– supone que dicha prestación tiene únicamente un contenido indem-
nizatorio. Sin embargo ¿es posible comprender un contenido de ‘hacer’ como parte de la 
prestación comprometida por el seguro? En principio sí, bajo la expresión “otras prestacio-
nes”, que como señala Ríos “confiere una flexibilidad en la elaboración de lo que denomi-
naremos como productos de seguros y refrenda nuestra opinión de recoger el artículo 512 
la concepción dualista de este contrato”90.

En el escenario de cuidados paliativos, el seguro de dependencia debería ser compren-
dido como uno de obligaciones de dar y hacer para poder satisfacer las obligaciones deriva-
das del derecho universal a los cuidados paliativos. En lo que respecta a las de dar, porque de 
acuerdo con las coberturas planteadas anteriormente deberá contener prestaciones dinera-
rias, y de hacer porque pone a disposición del asegurado servicios, garantizando al asegurado 
dependiente estos últimos a través de un tercero. En este sentido, la finalidad de la Ley de 
cuidados paliativos se aviene con los contenidos propios de un seguro de dependencia por-
que sus prestaciones, las de asistencia, son propias de la cobertura del seguro de dependencia 
como los cuidados asistenciales para mejorar la calidad de vida del asegurado.

89  Veiga (2007).
90  Ríos (2015) p. 33.
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Esto es lo que interesa en un seguro de dependencia, la fungibilidad y la obligación 
de medios comprometida. Lo expuesto no es un rasgo presente actualmente en Chile, por-
que hoy tiene un claro énfasis en solo pretender compensar pecuniariamente al asegurado. 
Planteará un desafío a futuro comprender este último nuevo aspecto. Particularmente, con 
los desafíos que se han presentado respecto de las personas mayores y las adaptaciones que 
la lógica contractual debería incorporar para hacer efectivas las obligaciones y representar el 
interés social.

La condición de asegurabilidad y las hipótesis de pago de configuración del siniestro 
están asociadas a las asignaciones de nivel de dependencia y las prestaciones de asistencia 
domiciliaria que se desarrollan en el siguiente apartado. En la hipótesis que el seguro no 
puede ser cobrado por el beneficiario, como se conviene en el pago de una renta mensual 
indicada en las Condiciones Particulares de la póliza al asegurado, basta que este último 
acredite encontrarse en un estado de dependencia91.

2.	 Prestaciones asociadas al seguro de dependencia

La oferta revisada en el mercado nacional respecto de prestaciones asociadas a la 
situación de dependencia corresponde generalmente a la indemnización por los gastos mé-
dicos que incurra una persona por encontrarse en un estado de dependencia. El monto, por 
sí solo, suele ser insuficiente en relación con los gastos que supone dicha condición y no 
considera –como sí sucede en otras legislaciones– que la dependencia no es un problema 
individual, sino que afecta al colectivo en que se inserta la persona, particularmente, la fa-
milia y cuidadores.

Una indemnización que no cubriese un monto único, sino de la forma en que enuncia 
la oferta de seguro de dependencia, ya se hace de la manera que señala la POL320200069 a 
propósito del “Beneficio de Salud Mental”. Bajo este beneficio, la compañía

cubrirá los gastos médicos incurridos por concepto de toda acción, prestación o tra-
tamiento asociado a un diagnóstico psiquiátrico, de salud mental o dependencia, en 
complemento de lo que cubra el sistema de salud previsional o de bienestar u otro 
seguro o convenio, si así fuera pactado en las condiciones particulares, de acuerdo 
con los porcentajes y límites de reembolso o pago definidos para este beneficio en el 
Cuadro de Beneficios de la póliza.

91  En la POL320140020, se señala que “el inicio de pago de la renta mensual pactada como indemnización se 
efectuará a partir del cuarto mes siguiente a la fecha de acreditado ante la aseguradora el estado de dependencia 
del asegurado, conforme se estipula en el presente contrato de seguro. La renta mensual será pagada mientras el 
asegurado se encuentre en un estado de dependencia (…) y hasta el plazo máximo indicado en las Condiciones 
Particulares de la póliza o hasta el fallecimiento del asegurado, lo que ocurra primero. Con el primer pago de la 
renta mensual, se pagará al asegurado por una sola vez un capital adicional, equivalente al número de veces de 
la renta mensual, que se establece en las Condiciones Particulares de la póliza. La prima se deberá pagar hasta 
el término del período convenido en las Condiciones Particulares, o hasta el fallecimiento del asegurado, si este 
ocurre antes. No obstante, el contratante quedará exonerado del pago de las primas correspondiente al asegura-
do, desde el momento en que el asegurado sea declarado en estado de dependencia, volviéndose a restablecer la 
obligación de pago de prima en el supuesto de que la situación de dependencia del asegurado cesase”.
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Estos comprenden “gastos ambulatorios por prestaciones de Psiquiatría, Psicología o 
Psicopedagogía [y] gastos hospitalarios, en función del diagnóstico médico, independiente 
de la especialidad del médico o del hospital que la otorgue”.

De esta forma, el seguro privado de dependencia se entiende como uno que destine 
sus esfuerzos a suplir o complementar las carencias del sistema público o privado de salud, 
y que debiera depender del nivel de renta del tomador; de la cantidad de cargas familia-
res y correspondería complementarlo con las medidas de seguridad social implementadas 
por el Estado.

En este sentido, es posible ampliar la casi nula oferta del seguro de dependencia, 
integrando los ámbitos público y privado, lo que permitiría una mejor cobertura para 
personas en situación de dependencia. La posible oferta de seguros de dependencia puede 
comprender a beneficiarios de protección social.

Una segunda opción es un seguro que integre prestaciones de diversa índole que ex-
cedan solo la indemnización, y que consideren, al activarse determinados parámetros, una 
prestación que permita un alivio para la familia o cuidador como cuidados de largo plazo. 
Para una prestación de esta naturaleza existirían dos opciones análogas a lo que la OCDE 
ha categorizado respecto de cuidados a largo plazo: la prestación de servicio in-kind o la en-
trega de subsidios monetarios in cash92. “La primera corresponde a los cuidados en el hogar: 
servicios como asistencia en cuidados personales (ayuda para bañarse y vestirse), ayuda en 
labores del hogar (preparación de comidas), realización de actividades sociales, y servicios 
de enfermería y transporte. Y la segunda, a las instituciones de cuidados a largo plazo: dere-
cho a usar servicios e instalaciones de las instituciones acreditadas para estos fines”93.

Lo anterior es posible de inferir del análisis de las respuestas de 2553 adultos ma-
yores de 60 años a la pregunta F.16.a de la Encuesta Nacional de Protección Social, que 
señala “Considerando su estado de salud, ¿cuánta dificultad tiene para realizar las siguientes 
actividades?”. Se puede ver una tendencia al aumento de la proporción de personas con 
requerimientos de apoyo para once de las doce actividades incluidas en esta pregunta, que 
son: bañarse (incluyendo entrar y salir de la tina); vestirse; comer (incluyendo cortar co-
mida y llenar los vasos); acostarse y levantarse de la cama; moverse/desplazarse dentro de 
la casa; utilizar el W.C. o retrete; salir a la calle; hacer compras o ir al médico; realizar sus 
tareas del hogar; hacer o recibir llamadas; caminar largas distancias; y ejercicio extenuante 
o intenso.

92  Villalobos (2017).
93  Villalobos (2017).
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FIGURA 3
Proporción de encuestados por grupo etario con dificultad severa o extrema para realizar 

actividades cotidianas

Tabla de elaboración propia a partir de la Encuesta nacional de protección social sobre la tendencia 
por edad en dificultad severa o extrema para realizar actividades cotidianas.

El análisis preliminar de la los encuestados de la EPS sugiere que los adultos mayores 
pueden volverse dependientes a medida que envejecen, y que es necesario seguir investi-
gando este fenómeno, lo que da cuenta de la importancia de estudiar la situación de los 
cuidadores con mayor profundidad; de la necesidad de implementar medidas para asegurar 
el bienestar de las personas en situación de dependencia y de sus cuidadores; y de evaluar el 
contenido de las prestaciones asociadas al seguro de dependencia, como medida particular.

3.	 Prestaciones de asistencia domiciliaria

La incorporación de obligaciones de hacer en las pólizas de seguro no es extraña a la 
oferta actual de pólizas, como ocurre en algunas prestaciones de seguros de garantía, como 
la de levante de mercancías94 o el seguro de asistencia domiciliaria95. Sin embargo, estas 
prestaciones suelen asociarse a seguros de daños y no a seguros de vida por el riesgo que se 
busca trasladar mediante el contrato de seguros.

Ahora bien, tampoco es ajeno al mercado la disposición de cláusulas que incorporen 
la asistencia para casos de dependencia transitoria sin que se denominen con ese concepto 
a través de la prestación de “cuidado asistencial: Ayuda para realizar actividades cotidianas 
(por ejemplo, bañarse, vestirse, asearse, alimentarse, ir al baño, etc.) que debe ser propor-
cionada por un técnico de la salud o asistente de enfermería”96.

94  Hoyos (2012).
95  Ver, por ejemplo, POL120130090, POL120130176; POL120130670; POL120131240; POL120150656, 
POL120140030.
96  POL320210221; POL320210219.
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No obstante, la asistencia domiciliara, entendida de esta última forma, suele excluir-
se de los cuidados asistenciales que se prestan en virtud de la póliza97, incluso en el caso de 
enfermedades que pudieran catalogarse como catastróficas, como es el caso de condiciones 
oncológicas o las afecciones coronarias y en pólizas cuya cobertura está vinculada a enfer-
medades graves98. Lo mismo sucede con los cuidados paliativos que suelen excluirse de las 
pólizas como cuidados particulares99 y cuando estos son considerados un riesgo, son com-
pensados con prestaciones de carácter dinerario100.

En este sentido, los seguros de enfermedades catastróficas, cuyo riesgo es diverso al 
propuesto para el caso de personas mayores dependientes, generalmente tiene como pres-
tación asociada el pago directo a los prestadores de salud por los gastos médicos en que se 
incurre para el restablecimiento de la salud101. Se pueden encontrar seguros de enfermedades 
catastróficas cuya condición para verificar la ocurrencia del siniestro es ser menor de 65 años, 
pero ello deberá cambiar debido a la aprobación de la ley 21.375 que consagró los cuidados 
paliativos y los derechos de las personas que padecen enfermedades terminales o graves102.

IV. CONCLUSIONES

1. El seguro de dependencia debiera considerar aspectos que superen la afectación 
estricta del asegurado, y expandirse a su entorno de vida. Esto comprende a los cui-
dadores en lo relativo al desarrollo de actividades básicas del mismo o de la persona 
dependiente, con prescindencia del rango etario de ambos.
2. Ante la observancia de la falta de un concepto unitario de dependencia en la legis-
lación chilena, esta como mínimo debe ser distinguida de la discapacidad, incapaci-
dad y la invalidez.
3. La incorporación en la legislación chilena de una ley de cuidados paliativos im-
pone la revisión de las prestaciones ofertadas en el mercado de seguros chileno, am-
pliándolas hacia prestaciones de dar y hacer más extensas de acuerdo con las condi-
ciones de salud del asegurado.
4. La ayuda a personas en situación de dependencia no se agota con la generación 
de un seguro de carácter contributivo o de subsidios en dinero estatales, sino que 
requiere la incorporación de coberturas o apoyos a necesidades que comprendan ca-
racterísticas propias del dependiente, que puede ser un adulto mayor.

97  Ver, por ejemplo, POL320180003; POL320160191; POL320160228; POL320160268.
98  Ver, por ejemplo, POL320180017.
99  Ver, por ejemplo, POL320170050, POL320150617 y POL22013157.
100  La POL320210032 define cuidados paliativos como “Alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avan-
zado: Consiste en la asistencia integral y activa al paciente y a su entorno, por un equipo multidisciplinario, 
siendo el objetivo esencial del tratamiento asegurar la máxima calidad de vida posible tanto al paciente como a 
su familia, ya sea en cáncer progresivo o no progresivo”.
101  Ver, por ejemplo, POL 320210032.
102  Ver, por ejemplo, POL320130590, que señala: “Que la Invalidez Permanente Dos Tercios y que las Enfer-
medades Catastróficas se produzcan antes que el asegurado cumpla los 65 años de edad, salvo que se estipule 
otra edad en las Condiciones Particulares de la póliza. - Que la Invalidez Permanente Dos Tercios y que las En-
fermedades Catastróficas se originen u ocurran durante la vigencia de esta póliza”.
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